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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 0738/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO Y CODEMANDADA
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO


           San Luis Potosí, S.L.P., a veintiocho de febrero de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Administrativo número 0738/2018-3, promovido por ********** contra actos del Director General de la Dirección de Pensiones del Estado, y Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado; y,

R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante acuerdo de catorce de septiembre de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito firmado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra de las siguientes autoridades: Director General de la Dirección de Pensiones del Estado, y Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, por la nulidad del siguiente acto: “La resolución relativa a la declaración de improcedente la pensión por riesgo de trabajo solicitada por el suscrito el C. ********** emitida por la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado el 10 de julio de 2018”; manifestando que tuvo conocimiento del acto impugnado el día dieciséis de julio de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas y terceros en juicio para que contestaran dentro del término legal lo que a su derecho conviniera.- Con auto de quince de octubre de dos mil dieciocho se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda, y a los terceros en juicio por apersonándose al procedimiento, de lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para que manifieste lo que a su derecho convenga, se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, se ordenó requerir a la parte actora por la presentación de la documental número 4 que ofreció, y la Fiscalía General del Estado, Directora de Administración de la Fiscalía General del Estado, y Dirección General de la Policía Ministerial del Estado por la presentación de los informes ofrecidos por las autoridades demandadas; por proveído de veintiséis de noviembre de dos mil dieciocho se tuvieron por recibidos los informes ofrecidos por las autoridades demandadas, se desechó la prueba documental número 4 ofrecida pro la parte actora, en virtud de no haber atendido el requerimiento decretado en auto de fecha quince de octubre de dos mil dieciocho, y se fijó fecha y hora para la audiencia final, la cual tuvo verificativo el día trece de diciembre de dos mil dieciocho, con asistencia de la parte actora, de la delegada de parte demandada, y de los delegados de los terceros Fiscalía General del Estado y Dirección General de la Policía Ministerial del Estado; se hizo relación de constancias, en período de pruebas se tuvieron por desahogadas las documentales aportadas por las partes dada su propia naturaleza; en período de alegatos se dio cuenta de los formulados por la parte actora y por la Tercero Interesada Fiscalía General del Estado, se certificó que no se formularon estos por las demandadas y diversos terceros llamados a juicio, y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa, suscitada entre un miembro de una corporación policial y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

Competencia que, además, fue reconocida en la Tesis de Jurisprudencia 23/96, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis, Novena Época, Registro: 200587, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Junio de 1996, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Laboral, Tesis: 2a./J. 23/96, Página: 244.
“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). De lo dispuesto por las fracciones XIII, del apartado B, del artículo 123 y V, del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres, y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refiere a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado. …”

Asimismo, porque en el fondo del asunto realmente se trata de prestaciones económicas derivadas de derechos a la seguridad social, según se verá más adelante, también resulta aplicable por analogía o afinidad, la Tesis Aislada del Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Época: Décima Época, Registro: 2008167, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 13, Diciembre de 2014, Tomo I, Materia(s): Administrativa, Común, Tesis: I.6o.T.118 L (10a.), Página: 804.
“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA EN LA QUE UN POLICÍA FEDERAL RECLAMA EL RECONOCIMIENTO DE UN RIESGO DE TRABAJO Y EL PAGO DE LA PENSIÓN CORRESPONDIENTE AL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. CORRESPONDE, POR AFINIDAD, AL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. Conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cuerpos de seguridad, entre otros, quedan excluidos del régimen tutelar de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y de la competencia del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, porque éstos se rigen por sus propias leyes, por lo que dichos servidores públicos quedan vinculados con el Estado mediante una relación de naturaleza administrativa. Por otro lado, la Ley de la Policía Federal y su reglamento son omisos en señalar qué órgano debe conocer de la demanda promovida por uno de los miembros de ese cuerpo de seguridad en contra del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, con motivo del reconocimiento de un riesgo de trabajo y el pago de la pensión correspondiente; en tal virtud, ante la falta de disposición legal que otorgue a alguna autoridad facultades expresas para resolver ese tipo de controversias, la competencia para conocer del reclamo corresponde, por afinidad, al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa..- Conflicto competencial 51/2014. Suscitado entre la Sexta Sala del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje y la Décima Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 8 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro Rivera. Secretaria: Ana Isabel Galindo Narváez..- Esta tesis se publicó el viernes 12 de diciembre de 2014 a las 9:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación. ...”

SEGUNDO.- La parte actora demostró su interés jurídico con la presentación el oficio de fecha 10 diez de julio de 2018 dos mil dieciocho, emitido por el Director General de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva, con el cual notifica al actor el acuerdo dictado por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado en sesión ordinaria del 28 veintiocho de junio de 2018 dos mil dieciocho; que constituye el acto impugnado, visible en fojas 17 a 21 de este expediente.
La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra acreditada en este Tribunal, pues el Director General de Pensiones del Estado acompañó copia certificada de su nombramiento, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado; documental que obra en fojas 66 y 67 de este expediente, y las Lics. ********** y/o **********, acreditaron su carácter de Apoderadas Generales de la Dirección de Pensiones del Estado con la copia certificada del poder otorgado a su favor, visible en autos de la foja 68 a 72.
Los terceros en juicio acreditaron su personalidad, pues el Comisario de la Dirección General de la Policía Ministerial, y el Director de Relaciones Laborales de la Oficialía Mayor, acompañaron copia certificada de sus respectivos nombramientos, y el Fiscal General del Estado, exhibió copia del Decreto número 732, que contiene su elección por unanimidad de votos, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 27 de octubre de 2017; documentos visibles en fojas 37, 50, 51 y 101 de este sumario. 

Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatarios públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad la resolución en la cual se declara improcedente la pensión por riesgo de trabajo solicitada por el hoy actor, emitida por la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado el veintiocho de junio de dos mil dieciocho, la cual fue exhibida por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 3 a 15 de este sumario; argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Cocina 
Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”
QUINTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”
En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas hacen valer las excepciones de falta de acción y de derecho, señalando que el acto impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado y que el actor no encuadra en la hipótesis prevista para el otorgamiento de una pensión por riesgos de trabajo; a ese respecto cabe señalar que dichas argumentaciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio, y por tanto deben ser estudiadas al resolver el fondo de esta controversia. 

Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. ...”

Por su parte los terceros interesados, Dirección General de la Policía Ministerial del Estado y Oficialía Mayor, hicieron vales la causal de sobreseimiento prevista en el artículo y 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, señalando que no existe ningún acto atribuible a ellos, pues el acto impugnado en este juicio de nulidad no fue emitido por dichas autoridades, sino por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado. 
En ese sentido, debe decirse que las citadas autoridades fueron llamadas como terceros, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 230 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado; por lo que si bien es cierto, no emitieron el acto impugnado en este juicio de nulidad, también lo es, que al no tener el carácter de autoridades demandadas no procede sobreseimiento del mismo en los términos solicitados. 
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la parte actora.

SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de fondo de los Conceptos de Impugnación primero y segundo que hace valer la parte actora, los que se analizan en forma vinculada por estar relacionados entre sí, en cuanto a las violaciones a sus derechos de seguridad social, asimismo se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas y que obran en autos de este procedimiento, mismos que en la parte medular refieren:

“PRIMERO.- Se reclama una violación a los artículos 14 y 16 Constitucionales y 139 fracción IV y demás relativos de la LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO..., 41, 42, 55, 58 Fracción II y III y demás relativos DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, 61, 62, 64, 77, 78, y demás relativos de la LEY DE PENSIONES Y PRESTACIONES SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ,... la resolución controvertida carece de la motivación legal... vulnera mis más elementales garantías de legalidad y seguridad jurídica...”
... “...es de advertirse la deficiente motivación legal de la resolución controvertida, pues en ésta la autoridad responsable señala expresamente en el punto noveno:”

... “e) De acuerdo con el artículo 62 de la Ley de Pensiones vigente, el C... no puede ser considerado como inválido, pues no se encuentra imposibilitado para procurarse mediante un trabajo proporcionado a sus fuerzas, a sus capacidades, a su formación profesional u ocupación anterior, una remuneración superior al cincuenta por ciento de la remuneración habitual que en la misma región perciba un trabajador sano del mismo sexo, semejante capacidad, igual categoría y formación profesional análoga, ya que continua en activo y en virtud de encontrarse activo está recibiendo un salario de... ha sido comisionada a desempeñar funciones en la guardia o filtro del edificio... las cuales ha venido desarrollando sin problemas.”
... “Por lo que se demuestra plenamente que el suscrito presentó el DICTAMEN DE INCAPACIDAD PARCIAL PERMANENTE ST-3 con folio ********** emitido por INSTITUTO MEXICANO DE SEGURO SOCIAL donde se señala que el suscrito... se me fijó un 53%... de incapacidad parcial órgano funcional de fecha 06 de Junio de 2016,... dictamen que fue ratificado en el oficio **********... por el DR. ********** en su carácter de DIRECTOR DEL SERVICIO MÉDICO DE GOBIERNO DEL ESTADO... al superar el 50% cincuenta por ciento de incapacidad,... tengo derecho a una pensión como lo solicité en tiempo y forma ante la Dirección General de Pensiones.”
... “...derivado de mi incapacidad y al negárseme la pensión solicitada, me encuentro en un estado de indefensión... todo es derivado de un riesgo de trabajo suscitado en mi horario de labores, en el cual se diagnosticó por médicos peritos del Instituto Mexicano del Seguro Social una incapacidad órgano funcional del 53%.... por lo que haciendo un razonamiento jurídico la autoridad responsable debe emitir una nueva resolución donde apruebe la pensión del suscrito.”
... “...no se encuentra fundado ni motivado lo estipulado en el punto noveno inciso f, como ya se señaló en los artículos 41, 42, 55, 58 Fracción II y III y demás relativos DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, 61, 62, 64, 77, 78, y demás relativos de la LEY DE PENSIONES Y PRESTACIONES SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, al superar una incapacidad órgano funcional del 50% cincuenta por ciento,... el suscrito tiene derecho a la pensión solicitada,...”
“SEGUNDO.- Se reclama una violación a los artículos 14 y 16 Constitucionales...”

... “En el caso en particular... la resolución impugnada, la autoridad responsable determinó funciones y/o actividades del suscrito sin señalar precepto legal y su fundamento fue que el suscrito está asignado en la... por lo que es totalmente notorio que la resolución no fue apegada a derecho, siendo esta falta de fundamentación y motivación, por lo que se insiste, el estado de incertidumbre e indefensión jurídica en que se me situó.”

Del estudio y análisis de los conceptos de impugnación citados, esta Sala Unitaria determina que resultan fundados y suficientes, para decretar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado, de acuerdo a lo siguiente:
En primer término se debe precisar, que al actor le fue determinada una incapacidad permanente parcial por riesgo de trabajo, misma que fue dictaminada por el Instituto Mexicano del Seguro Social en un 53%, emitiéndose el dictamen con carácter definitivo en fecha 06 seis de junio de 2016 dos mil dieciséis; derivado de dicha incapacidad el actor solicitó a la Dirección General de Pensiones del Estado se le otorgara la pensión correspondiente, la cual le fue negada en fecha 10 de julio de 2018, con la resolución que constituye el acto impugnado en este juicio de nulidad. 
Ahora bien, el actor se duele de que la resolución impugnada es ilegal, ya que al superar el 50% cincuenta por ciento de incapacidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 139 fracción IV de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado, 41, 42, 55, 58 fracciones II y III de la Ley del Seguro Social, 61, 62, 64, 77, 78, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, tiene derecho a la pensión que en tiempo y forma solicitó a la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado; que al declararse improcedente la pensión por riesgo de trabajo que solicitó, se le dejó en estado de incertidumbre e indefensión jurídica, pues la resolución no se encuentra apegada a derecho, ante la indebida de fundamentación y motivación de la misma.
Por su parte, las autoridades demandadas al producir su contestación, aducen que la resolución impugnada se encuentra debidamente fundada y motivada, pues en ella se señalaron los artículos 61 a 66 de la Ley de Pensiones vigente, que el actor no puede considerarse como invadido, al no haberse validado por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado el dictamen de invalidez emitido por el Instituto Mexicano del Seguro Social; que en el acto impugnado se establecieron los razonamientos lógico jurídicos por los cuales no era procedente otorgar la pensión por riesgo de trabajo, como fue el contenido de los oficios emitidos por el Director de Servicio Médico, la Directora de Administración de la Procuraduría General de Justicia del Estado, y el Coordinador de Apoyo Legal de la Policía Ministerial; que con los archivos y sistemas de la Dirección de pensiones comprobó que el actor se encuentra percibiendo el salario al cien por ciento al que venía recibiendo antes de sufrir el accidente; y que por ello, concluyó que no se reunían los requisitos previstos en la Ley de Pensiones para el otorgamiento de la pensión que solicitó.
En ese sentido, tenemos que el riesgo e trabajo que sufrió el aquí actor, que le generó la incapacidad permanente parcial en el grado de 53%, dictaminado por el Instituto Mexicano del Seguro Social con carácter definitivo, no fue controvertido por las demandadas.

Ahora bien, en el acto impugnado visible en fojas 17 a 21 del sumario, se advierte que en cuanto a la fundamentación y motivación del acto impugnado se señala lo siguiente:

“OCTAVO: Los artículos 61, 62, 63, 64, 65 y demás relativos de la Ley de Pensiones vigente disponen:...”
“OCTAVO: Por su parte el artículo 479 de la Ley Federal del Trabajo, define la incapacidad permanente parcial y a la que hace referencia la opinión tecno medica emitida por el IMSS como; la disminución de las facultades o aptitudes de una persona para trabajar.”
“NOVENO: De lo expuesto anteriormente se concluye lo siguiente:

a) EL DICTAMEN DE INCAPACIDAD ST-3 emitido por el INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL señala que al C... se le fija un 53% CINCUENTA Y TRES POR CIENTO de incapacidad permanente parcial.

b) En el oficio ********** de fecha... el DR. ********** recomienda que no realice actividades que ameriten...”

c) LA DIRECTORA DE ADMINISTRACIÓN DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO... remitió la información solicitada...”

d) Mediante oficio **********... se solicitó información a la DIRECTORA DE ADMINISTRACIÓN DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO,... contestado mediante similar número **********... en el que el LIC. ********** informa que el C... SE ENCUENTRA COMISIONADO EN LA GUARDIA O FILTRO DEL EDIFICIO DE...”
e) De acuerdo al contenido del artículo 62 de la Ley de Pensiones vigente, el C... no puede ser considerado como inválido, pues no se encuentra imposibilitado para procurarse mediante un trabajo proporcionado a sus fuerzas, a sus capacidades, a su formación profesional u ocupación anterior, una remuneración superior al cincuenta por ciento de la remuneración habitual que en la misma región perciba un trabajador sano del mismo sexo, semejante capacidad, igual categoría y formación profesional análoga, ya que continua en activo y en virtud de encontrarse activo está recibiendo un salario de...  que es igual, al que tenía antes de ocurrir el accidente... pues... ha sido comisionada a desempeñar funciones en la guardia o filtro del edificio... las cuales ha venido desarrollando sin problemas.”
f) ...el porcentaje que fue fijado por el INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL en el dictamen de invalidez ST3 es de apenas un 53%... se trata de una incapacidad parcial permanente, por lo que no la imposibilita totalmente para seguir realizando actividades de acuerdo a su formación profesional...”
“DÉCIMO PRIMERO: Por todo lo expuesto en líneas que anteceden es que esta H. Junta Directiva de la DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO acuerda por unanimidad declarar IMPROCEDENTE la pensión por riesgo de trabajo solicitada por el C...”... 

De lo que se advierte que le asiste la razón al actor, en cuanto señala que el acto impugnado carece de la debida fundamentación y motivación, en razón de que como fundamentación se transcriben los artículos 61 a 66 de la Ley de Pensiones, sin que los motivos por los cuales se declara improcedente la pensión se ajusten a lo establecido en los citados numerales, ya que en ninguno de ellos se establece que cuando un derechohabiente, trabajador o elemento de seguridad, sea dictaminado con una incapacidad permanente parcial, derivada de un riesgo de trabajo, pierda el derecho a recibir la pensión, al poder realizar otras actividades, como se señaló en el acto impugnado.

Lo anterior es así, pues en el inciso e) de la resolución impugnada, se determina que de acuerdo con el artículo 62 de la Ley de Pensiones el hoy actor no puede ser considerado inválido pues no se encuentra imposibilitado para procurarse mediante un trabajo proporcionado a sus fuerzas, a sus capacidades, a su formación profesional u ocupación anterior, una remuneración superior al cincuenta por ciento de la remuneración habitual que en la misma región perciba un trabajador sano del mismo sexo, semejante capacidad, igual categoría y formación profesional análoga; siendo que la hipótesis que refiere el cuitado numeral aplica a los derechohabientes que se declaren inválidos por enfermedad o accidente no profesionales, por agotamiento de las fuerzas físicas o mentales, o por defectos físicos o mentales, lo que no es el caso del demandante, pues su invalidez fue generada a causa del servicio, es decir deriva de un riesgo de trabajo, de ahí la indebida fundamentación de la resolución impugnada.

Para mayor comprensión se transcriben los numerales 61 y 62 de la Ley de Pensiones:
ARTICULO 61. Se establecen las siguientes pensiones: 

I. Pensión por jubilación: A la que tienen derecho los trabajadores con treinta años o más de servicios, y las trabajadoras con veintiocho años o más de servicios; en ambos casos, cualquiera que sea su edad con la cotización correspondiente; 

II. Pensión por edad avanzada: Los trabajadores que cumplan los cincuenta y cinco años de edad y hubieren contribuido normalmente durante quince años como mínimo a un Fondo de Pensiones, por edad avanzada; 

Por cada año de diferimiento de goce de la pensión por edad avanzada, será aumentada su cuantía en uno porciento del salario base; 

III. Pensión por invalidez: Los trabajadores que sean declarados inválidos a causa del servicio o a consecuencia de él, sea cual fuere el tiempo que hubieren contribuido al fondo de pensiones, adquieren el derecho a la pensión por invalidez a menos que la incapacidad hubiere sido producida voluntariamente por el trabajador, y 

Los trabajadores que sean declarados inválidos por causas ajenas a su cargo o empleo, si tienen por lo menos diez años de servicios y hubieren contribuido al fondo de pensiones durante el mismo período, y si la invalidez no es intencional ni consecuencia del abuso de bebidas alcohólicas, barbitúricos o estupefacientes, adquieren el derecho a la pensión por invalidez. 
ARTICULO 62. Para los efectos de la fracción III del artículo anterior, la declaración de invalidez de un trabajador será hecha por peritos médicos designados por las instituciones de seguridad social correspondientes y validados por la Junta Directiva; se considerará inválido al derechohabiente que por enfermedad o accidente no profesionales, por agotamiento de las fuerzas físicas o mentales, o por defectos físicos o mentales, padezca una afección o se encuentre en un estado que se pueda estimar de naturaleza permanente, por el cual se halle imposibilitado para procurarse mediante un trabajo proporcionado a sus fuerzas, a sus capacidades, a su formación profesional u ocupación anterior, una remuneración superior al cincuenta porciento de la remuneración habitual que en la misma región perciba un trabajador sano del mismo sexo, semejante capacidad, igual categoría y formación profesional análoga. 
[Énfasis añadido]

De la transcripción que antecede, se advierte que la pensión por invalidez puede ser: 

a) Por riesgo de trabajo, cuando los trabajadores que sean declarados inválidos a causa del servicio o a consecuencia de él.

b) Por causas ajenas a su cargo o empleo, como son: enfermedad o accidente no profesionales, por agotamiento de las fuerzas físicas o mentales, o por defectos físicos o mentales, padezca una afección o se encuentre en un estado que se pueda estimar de naturaleza permanente.

Siendo en las hipótesis señaladas en el inciso b), cuando se requiere que el derechohabiente se encuentre imposibilitado para procurarse mediante un trabajo proporcionado a sus fuerzas, a sus capacidades, a su formación profesional u ocupación anterior, una remuneración superior al cincuenta porciento de la remuneración habitual que en la misma región perciba un trabajador sano del mismo sexo, semejante capacidad, igual categoría y formación profesional análoga, lo que no aconteció en el caso que nos ocupa, pues al aquí actor se le dictaminó una invalidez derivada por causas del servicio, es decir un riesgo de trabajo, por lo que tiene derecho a que se le otorgue la pensión correspondiente, con independencia de que se trate de una incapacidad permanente parcial determinada en un 53%, pues la única excepción para su otorgamiento, de acuerdo al numeral 61 fracción III, anteriormente transcrito es, que la incapacidad hubiere sido producida voluntariamente por el demandante, sin que en el caso del actor ello hubiere ocurrido. 
En ese sentido, los oficios que se señalan en el acuerdo NOVENO, incisos b), c), d) de la resolución impugnada, resultan insuficientes para tener por debidamente fundado y motivado el acto, máxime que no son prueba idónea para determinar la procedencia de la pensión por invalidez derivada de un riesgo de trabajo como el que nos ocupa; pues el hecho de que el actor se encuentre activo, desempeñando las funciones que le fueron asignadas con posterioridad al riesgo de trabajo, y percibiendo el salario que corresponde al cargo que ostenta, no es obstáculo para que se le otorgue la pensión que solicitó, reiterándose que la única excepción para su procedencia, es que la incapacidad hubiere sido producida voluntariamente por el hoy actor.
Siendo aplicable al caso en estudio, por analogía o afinidad en la materia que se resuelve, la Tesis Aislada del Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Época: Novena Época, Registro: 189918, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIII, Abril de 2001, Materia(s): Laboral, Tesis: I.5o.T.199 L, Página: 1102.

“PENSIÓN POR INCAPACIDAD PARCIAL PERMANENTE DERIVADA DE UN RIESGO DE LABORES. NO ES NECESARIO QUE EL TRABAJADOR ESTÉ SEPARADO DE SUS OCUPACIONES PARA QUE SE LE PAGUE. Si en el fallo se le determina al actor una insuficiencia permanente parcial, y éste continúa en sus actividades, ello no es obstáculo para que se le remunere la subvención correspondiente, pues el diagnóstico no es de una inhabilitación absoluta, sino de un porcentaje determinado, máxime que inexiste disposición legal alguna que establezca, como en el caso de los presupuestos para dictaminar un estado de invalidez, que para hacerse acreedor a aquélla, el asalariado deba haber dejado sus tareas. ...”
En consecuencia, también resulta ilegal la resolución impugnada, al señalar que al haberse dictaminado por el Instituto Mexicano del Seguro Social una incapacidad permanente parcial del 53% al actor, no está imposibilitado totalmente para seguir realizando actividades, y por ello no puede ser considerado inválido; en razón de que si bien es cierto, se le dictaminó el grado de incapacidad en el porcentaje que señala, también lo es que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 58, de la Ley del Seguro Social, y 139 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado, el actor tiene derecho a recibir la pensión por invalidez, cuando la incapacidad declarada es permanente parcial superior al 50% cincuenta por ciento. 

Lo anterior es así, pues como se ha venido señalando, al actor le fue determinada una incapacidad permanente parcial por riesgo de trabajo, dictaminada por el Instituto Mexicano del Seguro Social en un 53% con carácter definitivo, por lo que es claro que el dictamen de incapacidad fue emitido por peritos médicos designados por la institución de seguridad social correspondiente, sin que el dictamen de referencia hubiera sido impugnado o contradicho por las autoridades demandadas, máxime que fue ratificado por el Director del Servicio Médico de Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo del Estado; en consecuencia, tiene derecho a que se le otorgue la Pensión por invalidez establecida en los artículos 61 fracción III y 77 fracción IV de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, toda vez que la declaración de invalidez que se le dictaminó fue derivada de un riego de trabajo.

Sin que pase inadvertido para esta Sala que el artículo 66 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, se establece la obligación de las instituciones de la administración pública estatal, de restituir en su empleo, si continúa apto para el mismo, al pensionista por incapacidad física o mental que recupere sus facultades, sin embargo, lo establecido en este numeral no sustenta la declaración de improcedencia de la pensión por riesgo de trabajo solicitada por el hoy actor, en razón de lo siguiente:

En primer término, el actor no es un pensionista que haya recuperado sus facultades a quien pueda restituirse en su empleo, pues a la fecha de no se le ha otorgado la pensión y tampoco se le ha separado del servicio, ello aunado a que la incapacidad que le fue determinada, es con carácter definitivo, por lo que tampoco se está en el supuesto de haber recuperado las facultades que le fueron disminuidas a consecuencia del riesgo de trabajo que generó su incapacidad.
En segundo lugar, el numeral en comento establece una obligación para las instituciones de la administración pública, que a su vez constituye un derecho optativo del trabajador, para el caso de que decida percibir la pensión, o ser reubicado en otras funciones en la fuente de trabajo; en ese sentido, no puede ser obligado a seguir laborando cuando se le ha determinado una incapacidad permanente, independientemente de que sea parcial o total, siendo en su caso un derecho del trabajador o elemento de seguridad, optar por seguir recibiendo la pensión que se le haya determinado, o solicitar se le restituya en su empleo. 

Resulta aplicable por analogía el criterio emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito. Novena Época. Registro: 173287. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Febrero de 2007. 
Materia(s): Laboral. Tesis: I.3o.T.154 L. Página: 1796, que dice: 

“INCAPACIDAD PARCIAL PERMANENTE DE LOS TRABAJADORES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. EL PAGO DE LA PENSIÓN RELATIVA NO CONLLEVA NECESARIAMENTE A LA BAJA DEL TRABAJADOR EN ACTIVO, YA QUE ES UN DERECHO OPTATIVO DE ÉSTE SEPARARSE DEL TRABAJO PARA RECIBIRLA O QUE SE LE REUBIQUE EN OTRO PUESTO DENTRO DE LA FUENTE DE TRABAJO. Conforme a los artículos 1 a 5 del Régimen de Jubilaciones y Pensiones, en relación con la cláusula 89, fracciones III y IV, del Contrato Colectivo de Trabajo, ambos del Instituto Mexicano del Seguro Social, la incapacidad parcial permanente que da lugar al pago periódico de una pensión no conlleva ineludiblemente a la baja del trabajador en activo, ya que es un derecho optativo de éste la baja del servicio activo para percibir esa pensión, o que se le reubique en otro puesto dentro de la fuente de trabajo, percibiendo el salario íntegro que devengaba hasta antes de declararse la incapacidad, así como el incremento de su antigüedad y prestaciones inherentes, y una obligación del referido instituto otorgar un trabajo adecuado a su nueva condición. Lo anterior es así, pues proceder en sentido contrario implicaría obligar al trabajador a pensionarse ineludiblemente, coartando su derecho de elegir entre separarse del trabajo o que se le reubique. ...”
[Énfasis añadido]
En razón de lo anterior, tampoco le asiste la razón a las demandadas al señalar en su contestación de demanda que el actor no puede ser considerado como invadido, al no haberse validado por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado el dictamen de invalidez emitido por el Instituto Mexicano del Seguro Social, pues si bien es cierto el numeral 62 de la Ley de la materia establece que la declaración de invalidez será hecha por peritos médicos designados por las instituciones de seguridad social correspondientes y validados por la Junta Directiva, también lo es que no queda al arbitrio de la Junta Directiva la validación de los dictámenes, al no ser peritos en la materia y no encontrarse impugnado el dictamen del Instituto Mexicano del Seguro Social, ello aunado a que la supuesta falta de validación no fue señalada en el acto impugnado, ya que fue hasta el escrito de contestación de demanda donde se intenta hacer valer, pretendiendo mejorar o perfeccionar la motivación expuesta en el acto impugnado, sin que exista disposición expresa que autorice a mejorar la indicada motivación, pues por el contrario, los requisitos de fundamentación y motivación, deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros, de ahí que dicha actuación no resulta válida al contenerse en documento distinto al acto controvertido.
Lo mismo acontece respecto a lo que refieren las demandadas, en el sentido de que con los archivos y sistemas de la Dirección de pensiones comprobó que el actor se encuentra percibiendo el salario al cien por ciento al que venía recibiendo antes de sufrir el accidente; y que por ello, concluyó que el actor no reunían los requisitos previstos en la Ley de Pensiones para el otorgamiento de la pensión que solicitó, pues en ninguna parte del acto impugnado se contiene manifestación en ese sentido, lo que corrobora la falta de fundamentación y motivación del mismo.
Sirviendo de Apoyo la Jurisprudencia que enseguida se cita: Época: Séptima Época, Registro: 917740, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 206, Página: 168 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto. ...”

Lo anterior se advierte de las documentales aportadas por las partes, entre las cuales se destacan las siguientes:
1.- Dictamen de Incapacidad Permanente por Riesgo de Trabajo en Formato ST-3, 06 de fecha seis de junio de dos mil dieciséis, en el cual se hace constar que al hoy actor se le dictaminó una Incapacidad Permanente Parcial por accidente de trabajo, con carácter definitivo en un 53%. con fecha de inicio de pensión el 16 dieciséis de mayo de 2013 dos mil trece. Documento visible en foja 23 y 79 del sumario.
2.- Oficio ********** de fecha 06 de julio de 2016, signado por la Dra. ********** de Seguridad y Solidaridad Social del Instituto Mexicano del Seguro Social, que contiene la autorización de ST-3 “DICTAMEN DE INCAPACIDAD PARCIAL PERMANENTE” del aquí actor carácter definitivo a partir del 16 de mayo de 2013, que obra en fojas 80 de este expediente.

3- Oficio ********** de fecha 15 de diciembre de 2017, signado por el Dr. ********** Director de Servicio Médico de Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo del Estado, en el cual ratifica la motivación y fundamentación del Dictamen de Incapacidad Permanente ST3, en que se otorgó al actor un 53% de incapacidad permanente parcial, con fecha de inicio de pensión 16/05/2013 y carácter definitivo, documento visible en fojas 86 de este expediente.

Documentales con valor probatorio pleno, acorde con el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo, porque aun siendo copias simples no fueron objetadas en términos del numeral 100 del mismo ordenamiento legal, por lo que se tienen como auténticas y acreditan plenamente lo inserto en ellas; pruebas que adminiculadas con la confesión expresa contenida en el escrito de contestación de demanda, en que se admite el grado de incapacidad del actor a causa del servicio; adquieren valor probatorio pleno para acreditar el riesgo de trabajo sufrido por el actor el día 06 seis de septiembre de 2009 dos mil nueve, el dictamen de incapacidad permanente parcial en un 53% con carácter definitivo que fue emitido por el Instituto Mexicano del Seguro Social el 16 dieciséis de mayo de 2013 dos mil trece; así como el derecho irrenunciable e inextinguible adquirido por el hoy actor, en términos del artículo 123, apartado A, fracción XXVII, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los artículos, 5° fracción XIII de la Ley Federal del Trabajo, 139 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado, 61 fracción III, 77 fracción IV y 78 de Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, 58 fracción III y 301 de la Ley del Seguro Social, aplicables supletoriamente; dado que con ello vulneran el derecho a los beneficios de la seguridad social que le corresponden al hoy accionante, por el riesgo de trabajo de acuerdo con la incapacidad permanente parcial con carácter definitivo, dictaminada por el Instituto Mexicano del Seguro Social el 16 dieciséis de mayo de 2013 dos mil trece.
Po lo que el actor acreditó su derecho a recibir la pensión definitiva dictaminada, cuya vigencia inició el dieciséis de mayo de dos mil trece, de acuerdo con el dictamen de incapacidad permanente con carácter definitivo emitido por el Instituto Mexicano del Seguro Social; y toda vez que de las constancias de autos se desprende que el actor se encuentra activo, prestando servicios en le Procuraduría General de Justicia del Estado, percibiendo el salario que corresponde al puesto que ostenta como ********** lo procedente es que se le otorgue la pensión por invalidez a partir de la fecha en que cause baja como trabajador, ello a efecto de evitar un doble pago de conformidad con lo dispuesto en el numeral 54 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí.
Resultan aplicables al caso en estudio, por analogía o afinidad en la materia que se resuelve, las siguientes Tesis Jurisprudenciales:

Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito. Época: Décima Época, Registro: 2014241, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 42, Mayo de 2017, Tomo III, Materia(s): Laboral, Tesis: VIII.1o.C.T.1 L (10a.), Página: 1818.

“ACCIONES DE REINSTALACIÓN Y DE RECONOCIMIENTO DE UN ESTADO DE INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL CON MOTIVO DE UN RIESGO DE TRABAJO. AL DERIVAR DE CAUSAS DIFERENTES Y TENER EFECTOS Y FINALIDADES DISTINTAS, NO SON CONTRADICTORIAS. La acción de reinstalación y la de reconocimiento de incapacidad permanente parcial con motivo de un riesgo de trabajo no son contradictorias, en virtud de que su origen obedece a diversas causas, tienen regulación, efectos y finalidades distintas, por ello son acciones compatibles. La primera se encuentra prevista por el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, como un derecho fundamental consagrado en favor del trabajador, cuando el patrón no comprueba la causa de la rescisión y el efecto consiste en que el trabajador que ha sido injustificadamente separado de sus labores, sea reinstalado con todos sus derechos y prestaciones que dejó de percibir, entre otros, salarios caídos e incrementos salariales, aguinaldos, como si la relación de trabajo no se hubiera interrumpido; además, la finalidad es salvaguardar el principio de estabilidad laboral. Por su parte, el riesgo de trabajo no tiene su génesis en una decisión del patrón, sino que obedece a alguna enfermedad o accidente a los que están expuestos los trabajadores en ejercicio o con motivo del trabajo, lo que se encuentra regulado por los artículos 472 y siguientes de la ley aludida, así como 41 y demás relativos de la Ley del Seguro Social; extremo que tiene como consecuencia el reconocimiento a una incapacidad parcial o total permanente, de acuerdo al grado de afectación ocasionado con motivo de dicha contingencia, siendo su finalidad proteger al trabajador de ese tipo de eventualidades, brindar la asistencia médica correspondiente y, en su caso, la reubicación, el otorgamiento de una indemnización o pensión, con base en las particularidades del caso concreto. En este sentido, la acción de reinstalación y la de reconocimiento de incapacidad parcial permanente no son acciones contradictorias, en virtud de que si la actora, hoy tercero interesada, afirmó que fue despedida en determinada fecha y que previo a ello sufrió un accidente de trabajo, la acción de reinstalación y la de reconocimiento de esa contingencia laboral son acciones que derivan de diversas causas, con distintos efectos y finalidades...”
Contradicción de tesis 202/2007-SS. Época: Novena Época, Registro: 168264, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, Diciembre de 2008, Materia(s): Laboral, Tesis: 2a./J. 207/2007, Página: 288.

“RIESGO DE TRABAJO. PROCEDE EL PAGO DE LA PENSIÓN RELATIVA O, EN SU CASO, LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN LA CLÁUSULA 89, FRACCIÓN III, DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, AUN CUANDO EL TRABAJADOR SE ENCUENTRE JUBILADO. Si el actor acredita en el juicio laboral que sufrió un riesgo de trabajo con antelación a la fecha en que fue jubilado, puede reclamar el otorgamiento y pago de la pensión por riesgo de trabajo o, en su caso, el otorgamiento y pago de la indemnización prevista en la cláusula 89, fracción III, del Contrato Colectivo de Trabajo celebrado por el Instituto Mexicano del Seguro Social y el Sindicato Nacional de Trabajadores del Seguro Social, ya que para la aplicación de tal beneficio contractual no se requiere que el reclamante sea trabajador en servicio activo, pues dicha cláusula no establece tal limitación y, además, del contenido del artículo 16 del Régimen de Jubilaciones y Pensiones, se infiere que los trabajadores que dejen de prestar sus servicios al Instituto por cualquier causa ajena a la muerte, conservarán los derechos que tengan adquiridos en la fecha de su separación en el citado Régimen. Esto es, el actor no está impedido para obtener el beneficio aludido por la incapacidad que presente derivada de un riesgo profesional sufrido antes de su jubilación, pues se trata de un derecho adquirido mientras fue trabajador en activo. …”
Contradicción de tesis 41/97. Época: Novena Época, Registro: 191504, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, Julio de 2000, Materia(s): Laboral, Tesis: 2a./J. 5/98, Página: 71.

“PENSIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE TOTAL DERIVADA DE RIESGOS DE TRABAJO. SU CUANTIFICACIÓN CONFORME A LAS REGLAS PREVISTAS EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 65 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL VIGENTE EN EL AÑO DE 1996, DEBE SER INCLUYENDO LOS INCREMENTOS QUE BENEFICIARON AL PUESTO DESEMPEÑADO POR EL ASEGURADO HASTA QUE SE DETERMINE EL GRADO DE INCAPACIDAD CUANDO EL VÍNCULO LABORAL ESTÉ VIGENTE O HASTA LA FECHA DE CONCLUSIÓN DEL NEXO LABORAL. La Ley del Seguro Social, en su artículo 65, preveía la procedencia, condiciones, oportunidad y términos en que habrían de fijarse y otorgarse los subsidios y pensiones provenientes de un riesgo de trabajo, y en su fracción II, particularmente, establecía la regla a seguir para la cuantificación de la pensión mensual correspondiente al asegurado que sufriera incapacidad permanente total para trabajar, como consecuencia de dicho riesgo. En esta regla se trataba de distinta manera el riesgo de trabajo consistente en accidente, que aquel constituido por una enfermedad profesional. Sin embargo, la diferencia entre una hipótesis y otra debe entenderse referida únicamente al mecanismo para obtener la base sobre la cual invariablemente habría de aplicarse la tasa del setenta por ciento, esto es, tratándose de accidentes de trabajo, la pensión mensual por la incapacidad de que se trata se obtendría de aplicar el referido por ciento al salario que estuviere cotizando el asegurado en el momento del siniestro, y tratándose de enfermedad profesional, dicha pensión se obtendría de aplicar el mismo setenta por ciento pero con diferente base, esto es, al producto resultante del promedio de las últimas cincuenta y dos semanas de cotización, ya que, por un lado, no existe razón alguna que justifique el otorgamiento de una pensión al setenta por ciento del salario devengado y otra cuantificada al cien por ciento del mismo salario, según se tratara de accidente de trabajo o de enfermedad profesional, cuando en ambos casos se está en presencia de especies de un mismo género y, por otra parte, así debe entenderse de una correcta interpretación lógica y gramatical del invocado artículo 65, fracción II, de la Ley del Seguro Social de 1973, vigente en el año de 1996; el criterio anterior debe relacionarse con la diversa tesis sostenida por la anterior Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación número 4a./J. 19/91, relativa a que dicho salario debe ser beneficiado con los incrementos salariales habidos entre la fecha del accidente y aquella en que se determine el grado de la incapacidad, ya que si bien cuando un trabajador se encuentra incapacitado temporalmente por el riesgo, cesa la obligación patronal de continuar cubriendo las cuotas al instituto (artículo 37, fracción IV, de la Ley del Seguro Social), de existir incrementos en ese lapso (entre la fecha del accidente y la de determinación del grado de incapacidad permanente), dichos incrementos deben ser considerados al fijar el monto definitivo de la pensión; asimismo debe tenerse en cuenta que dichos incrementos no deben ser invariablemente hasta la fecha en que se determine el grado de incapacidad, pues si el vínculo laboral concluye antes de esa determinación, los incrementos deben considerarse hasta esta última fecha, lo anterior en aplicación de la jurisprudencia 4a./J. 10/94 de la extinta Cuarta Sala publicada en la Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, tomo 76, abril de 1994, página 20, bajo el rubro de: "SEGURO SOCIAL. EL SALARIO BASE PARA EL PAGO DE LA PENSIÓN POR RIESGOS DE TRABAJO, CUANDO EL TRABAJADOR SE SEPARA DE LA EMPRESA ANTES DE LA DETERMINACIÓN DEL GRADO DE INCAPACIDAD, DEBE INCLUIR LOS AUMENTOS SALARIALES PRODUCIDOS HASTA LA FECHA DE SU SEPARACIÓN. ..."
Primer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito. Época: Novena Época, Registro: 193462, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, Agosto de 1999, Materia(s): Laboral, Tesis: VIII.1o. J/12, Página: 699.

“RIESGOS DE TRABAJO. DISTINCIÓN ENTRE EL SISTEMA QUE CONTEMPLA LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y LA LEY DEL SEGURO SOCIAL. En materia de riesgos de trabajo la Ley Federal del Trabajo enumera en su artículo 477, entre otras, a la incapacidad permanente parcial y a la incapacidad permanente total, las que se encuentran reguladas en los artículos 492 y 495 del mismo ordenamiento legal, respectivamente; preceptos que señalan como regla general la indemnización como forma de liberación por parte del patrón en tratándose de riesgos de trabajo. Por su parte, el sistema consagrado en la Ley del Seguro Social en su artículo 60 (vigente hasta el 30 de junio de 1997), establece que el Instituto Mexicano del Seguro Social se subroga en la obligación que la Ley Federal del Trabajo impone a los patrones en materia de riesgos de trabajo, cuando aseguran a sus trabajadores en contra de tales riesgos, sufragando la pretensión a través de un sistema que consiste en el pago de pensiones. De lo que se sigue que de conformidad con lo dispuesto en la Ley Federal del Trabajo la indemnización por incapacidad permanente total consistirá en 100 % de los 1095 días de salario; y tratándose de incapacidad permanente parcial la indemnización consistirá en la parte proporcional que se obtenga de los 1095 días, de acuerdo al porcentaje de incapacidad que se haya determinado al trabajador, esto para el evento de que el patrón no tuviere asegurados a sus trabajadores, y por tanto, no hubiera subrogación por parte del Instituto Mexicano del Seguro Social. En cambio, si el patrón tiene asegurados a sus trabajadores, en términos del artículo 65, fracciones II y III de la citada Ley del Seguro Social, el riesgo de trabajo se solventará en favor del trabajador con el pago de pensiones a cargo del instituto de la siguiente manera: a) Cuando se trate de una incapacidad permanente total, la pensión consistirá en un 70% del salario cotizado, lo que equivale jurídicamente a la indemnización por los 1095 días de salario que establece la Ley Federal del Trabajo, es decir, es una equivalencia jurídica y no aritmética; b) En tratándose de incapacidad permanente parcial, la pensión consistirá en el porcentaje de incapacidad que se haya determinado al trabajador que se aplicará al 70% del salario cotizado. …”
[Énfasis añadido]
En razón de lo anterior, la actuación de las demandadas, como se vio, transgrede lo dispuesto por el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), y fracción XIII, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el cual se instituyen las bases mínimas de seguridad social para los trabajadores al servicio del Estado, incluidos los miembros de las instituciones policiales, principio de previsión social que obliga a establecer un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y bienestar personal a los trabajadores y a sus familias, ante los riesgos a los que se encuentran expuestos, como fue el caso que nos ocupa; consagrando como derecho mínimo de seguridad social para esos trabajadores la asistencia médica y las prestaciones de enfermedad y sobrevivencia, así como en caso de accidente de trabajo, lo relativo a la pensión que proceda, orientada necesariamente a procurar el mejoramiento de su nivel de vida, como consecuencia del riesgo de trabajo sufrido.
Por tanto, las autoridades demandadas, debieron garantizar el derecho de seguridad social de que goza el hoy actor, por razón de la incapacidad motivada por el riesgo de trabajo, a efecto de no dejarlo en estado de indefensión, en estricto acatamiento al derecho de seguridad social que lo ampara conforme al precepto constitucional aludido, que dispone los derechos humanos mínimos de seguridad social para cualquier trabajador al servicio del Estado, 
Todo lo cual, efectivamente contraviene en perjuicio de los derechos del actor las garantías consagradas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, por lo que le asiste razón al demandante para que proceda la nulidad del acto impugnado, por violentar en su perjuicio las garantías de audiencia, legalidad y seguridad jurídica, que todo acto de autoridad debe contener, de acuerdo con los razonamientos precisados en el presente considerando.
En esa tesitura, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, determina que el acto impugnado se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que se omitieron los requisitos formales exigidos por las leyes en su emisión afectando las defensas del particular y trasciendan al sentido del acto o resolución impugnada, además de que no se cumplieron los requisitos de debida fundamentación o motivación.

En consecuencia, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la resolución emitida el veintiocho de junio de dos mil dieciocho por la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, en la cual se declara improcedente la pensión por riesgo de trabajo solicitada por el hoy actor, por lo que se decreta su NULIDAD TOTAL y se le deja sin efecto legal alguno.
En el entendido de que subsiste la obligación legal para las autoridades demandadas de emitir una resolución en respuesta a la solicitud del actor para que se le otorgue la pensión por incapacidad permanente parcial, pues de otra manera se dejaría sin respuesta la referida solicitud, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 255 penúltimo párrafo, del propio ordenamiento legal, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en su oportunidad procesal, una vez que cause estado esta sentencia definitiva; la autoridad demandada, deberá efectuar lo siguiente:
1.- Emitir una nueva resolución, en la que declare procedente la pensión definitiva por incapacidad permanente parcial solicitada por el actor, que ha sido dictaminada por el Instituto Mexicano del Seguro Social, la que deberá otorgarse en el nivel y categoría que ostenta como ********** con el salario base que perciba en la fecha en que sea dado de baja, en el entendido que deberá corresponder a la fecha actual en que se de cumplimiento a esta resolución, y en el monto establecido en los artículos 77 fracción IV y 78 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí. 

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a las autoridades demandadas que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria las prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, las requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y, por oficio a las autoridades demandadas y terceros interesados, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
